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León, Guanajuato, a  10 diez de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete. .
V I S T O para resolver el expediente número 379/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del TESORERO MUNICIPAL del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 26 veintiséis de junio del año 2013 dos mil trece, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, en contra del Avalúo mediante el cual se comunica el nuevo valor asignado al inmueble (…), en el cual se establece como nuevo (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 28 veintiocho de junio del año 2013 dos mil trece, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales exhibidas, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento  procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie.
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 15 quince de julio del año 2013 dos mil trece, el Tesorero Municipal presentó escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 17 diecisiete del mismo mes y año, se le tuvo contestando en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de la demanda y las exhibidas en su contestación, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; señalándose además fecha y hora para audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Audiencia de alegatos.

CUARTO.- El 09 nueve de agosto del año 2013 dos mil trece, a las 11:00 once horas, se celebró la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, en la que  se tuvo a la autorizada de la parte actora presentando escrito de alegatos, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso por impugnarse un acto fiscal imputado al Tesorero Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Que de un análisis de la demanda y sus anexos se determina que la parte actora impugna el Avalúo, de fecha 05 cinco de abril del año 2013 dos mil trece, del inmueble (…), mediante en el cual se establece su nuevo valor fiscal (…). Y, la existencia del acto impugnado, se encuentra acreditada en autos, con el original del referido avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causales de improcedencia y excepciones.

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone bajo el argumento de que el acto impugnado cumple con los requisitos de existencia y validez contemplados  de los citados numerales; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que el acto tildado de ilegal reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar su legalidad o ilegalidad. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  

La falta de acción y carencia de derecho, la que resulta infundada, en virtud de que para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora como sujeto pasivo del impuesto predial sí cuenta con interés jurídico para impugnar el acto combatido, toda vez que se encuentra dirigido hacia su persona y como destinatario del mismo está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la aducida causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La excepción Non Mutatio Libelli, para el efecto de que una vez desahogada la etapa de contestación de demanda, las posibles modificaciones no sean consideradas, se estima que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que el citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, permite modificar la materia litigiosa, cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales improcedencia analizadas y la ineficacia de las excepciones y defensas, además que de autos no se advierte la actualización de alguna otra de las previstas en el citado artículo 261, por ende, lo procedente es entrar al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Análisis del primer y segundo conceptos de impugnación.
CUARTO.- Que la parte actora aduce los siguientes argumentos: . . . . . . . . . 
1.- En el primer concepto de impugnación expresa que la resolución reclamada y referida en los hechos 01 uno y 02 dos de la demanda, vulnera en su perjuicio las garantías de legalidad y seguridad jurídica, tutelada por el artículo 16 Constitucional, en el que se apoya el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, [los transcribe]; que la realización del avalúo debió haberse efectuado mediante una orden de valuación y la supuesta “Orden de Valuación” de “Inspección”, en la que se apoya el acto reclamado y que refiere en los hechos, vulnera en perjuicio del actor la garantía de legalidad y seguridad jurídica, al estar viciado de ilegalidad y ser apoyo del acto de determinación reclamado en esta vía y por lo cual sus consecuencias deben de ser nulas, ya que niega lisa y llanamente que la misma le haya sido notificada, ya que nunca se hizo de su conocimiento, violando con ello los preceptos señalados como infringidos. . . . 

2.- En el segundo concepto de impugnación de la demanda, el actor aduce que el artículo 177 de la citada Ley, establece el procedimiento que debe seguir toda autoridad para práctica de todo avalúo [lo transcribe]; en el presentase caso la autoridad incumple con los numerales citados como infringidos, ya que no existe Orden de Valuación, ni se levanta el Acta Circunstanciada, como lo prevén los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda multicitada, lo que vicia la ilegalidad del acto molestia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En tanto, la autoridad en la contestación de la demanda aduce que el primero y segundo conceptos de impugnación, resultan improcedentes, en virtud de que el avalúo de fecha 05 cinco de abril del año 2013 dos mil trece, se practicó de conformidad a lo establecido por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal 2013 dos mil trece; y, el segundo concepto de impugnación, es improcedente, por las razones anteriores. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Estos dos argumentos se analizarán de manera conjunta, en virtud de que los razonamientos lógicos y jurídicos expresados en cada punto, guardan una relación estrecha entre sí y en ambos están dirigidos a combatir el avalúo impugnado, por la existencia de omisiones el procedimiento de valuación. . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal, de acuerdo a lo señalado por el artículo 177, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de manera previa, a la práctica del avalúo de un inmueble, se encuentra constreñido, a ordenar la práctica de una visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación, en la que se entregara al visitado la orden de valuación escrita debidamente fundada y motivada; numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.
…”

Por su parte el actor expresa que nunca se hizo de su conocimiento la orden de valuación, porque no existe y que no se levantó el acta circunstanciada, como lo exige el artículo 177, primer párrafo, de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, por tanto, ante esta negativa lisa y llana, conforme a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el Tesorero Municipal se encuentra constreñido a demostrar que le dio conocer el orden de valuación al momento de que el perito realizó la visita al inmueble objeto de la valuación y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, el Tesorero a fin de desvirtuar esa negativa aportó al juicio la orden de valuación (…) de fecha 22 veintidós de marzo de 2013 dos mil trece (…) del inmueble (…) registrado bajo la cuenta predial (…); empero, es el caso, que omitió exhibir el acta relativa a la visita física al inmueble, en la cual el perito se identifica y le da a conocer la orden de valuación al justiciable o que se le entregó la orden de valuación, pues esa formalidad del procedimiento de valuación debe acotarse en esta etapa de visita física al inmueble materia de la valuación. . . . . . . . 

Abundando en el razonamiento anterior, es relevante enfatizar que conforme a lo estipulado por el artículo 177, primer párrafo, de la referida Ley de Hacienda para los Municipios, se constriñe al o los peritos autorizados en la orden de valuación a que practiquen la visita física al inmueble objeto de valuación, con el fin de estar en posibilidad de actualizar su valor fiscal y fijar la base del impuesto predial, con absoluto respeto de las formalidades establecidas en dicha disposición legal, las que consisten en que el perito: a).- Se presente en el inmueble objeto de la valuación en hora y día hábiles; b).- Se identifique con la documentación correspondiente ante la persona que atienda la diligencia; c).- Muestre a los ocupantes la orden respectiva; y, d).- Levante una acta circunstanciada de la diligencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, el perito autorizado debe documentar la visita física al inmueble materia de la valuación y al inicio de la respectiva diligencia debe hacer constar que mostró, es decir, que entregó la orden de valuación al ciudadano (…) en su calidad de destinatario, o en su caso, a los ocupantes del inmueble visitado, sin embargo, el Tesorero Municipal no justificó este hecho, al no exhibir la diligencia respectiva. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, se incumplieron las formalidades para llevar a cabo la visita física en el inmueble objeto de valuación, contempladas en el acápite segundo del artículo 177 de la multireferida Ley de Hacienda, de ahí resulta evidente que en la especie, no se respetaron las formalidades el procedimiento de valuación exigidas por el citado artículo, por ende, las anteriores omisiones constituyen irregularidades que dan origen a la ilegalidad del avaluó impugnado. . . .
De este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne 

el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, está constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación exigidas en el artículo 177 párrafo segundo de la pluricitada Ley de Hacienda, formalidades que se incumplieron por la autoridad demandada, al no haber dado a conocer al justiciable de manera previa la Orden de Valuación, hecho que debió haber asentado en el acta circunstanciada de la visita física al inmueble materia de la valuación, la que no aportó a este juicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, el acto impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 177, acápite primero, de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es declararse la nulidad del avalúo fiscal (…) de fecha 05 cinco de abril del año 2013 dos mil trece, que fija la cantidad de $3´835,200.00 (tres millones ochocientos treinta y cinco mil doscientos pesos 00/100 moneda nacional), como nuevo valor fiscal del inmueble (…) registrado bajo la cuenta predial (…) y de sus actos consecuentes. . . . . . . . . . . 
Dentro de los actos consecuentes se encuentran: El oficio (…) de fecha 10 diez de abril del año 2013 dos mil trece, a través del cual se notifican al actor los resultados del avalúo, suscrito por el Tesorero Municipal; y, los créditos fiscales por impuesto predial para los años 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete; ello es así porque, el avalúo tiene el carácter de acto principal y la notificación de los resultados del avalúo y los créditos fiscales de los referido años tienen la naturaleza de accesorios, por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los  tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada calcule el crédito fiscal del año 2014 dos mil catorce y subsecuentes, tomando como base del impuesto predial, el valor fiscal registrado anterior al fijado en el nuevo avalúo fiscal practicado y declarado nulo, conforme a lo señalado por el artículo 168, tercer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, hasta en tanto se practica el nuevo avalúo, con apego a las formalidades contempladas en los artículos 176 y 177 del mismo ordenamiento jurídico. . . . . . . . 
QUINTO.- Que la petición formulada por el justiciable en el sentido de que en este fallo se le reconozca en términos del artículo 300, fracción V, del aludido  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el derecho a la devolución del impuesto predial pagado en exceso durante los periodos fiscales comprendidos en los años fiscales 2013 dos mil trece, 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete, más actualizaciones e intereses a la tasa de 1.13% mensual hasta la fecha de la devolución efectiva, resulta inatendible el fondo de estas pretensiones, en mérito de las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

El actor en la demanda podrá ejercer las siguientes pretensiones: la nulidad del acto o resolución, el reconocimiento de un derecho y la condena, según lo dispone el artículo 255 del multicitado del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y el tenor de este numeral es el siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 255.- El actor podrá solicitar: 
I.- La nulidad del acto o resolución impugnado, cuando no haya sido emitido conforme a derecho;
II.- El reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica; y 
III.- La condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, en los términos de la Ley respectiva.”
Por otra parte, el artículo 265 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, contempla como requisito de la demanda de nulidad, expresar la pretensión intentada en los términos del artículo 255 del mismo ordenamiento jurídico; y, conforme a la fracción III, la sentencia podrá tener como efecto protector, restituir al justiciable en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, empero para ello, es menester que se ejerza esa pretensión en la demanda, pues de lo contrario, el juzgador no debe reconocer ese derecho de manera oficiosa, excepto cuando proceda la suplencia de la queja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así  las cosas, la sentencia en el proceso fiscal -administrativo- se rige por el 
principio de congruencia previsto en el artículo 298 del mismo Código, el cual  obliga al Juez Administrativo a emitir las resoluciones conforme a la litis planteada, es decir, que al resolverse la controversia atienda a lo efectivamente propuesto por las partes, en concordancia con la demanda y la contestación, sin abordar ningún aspecto que no se hizo valer en la demanda de nulidad, pues al analizar y pronunciarse sobre reclamos no planteados, transgrediría el referido principio, finalmente el juez se encuentra constreñido a comprender en la sentencia solo cuestiones que forman parte de la litis y es el caso que el derecho a la devolución de las diferencias que resulten como saldo a favor de la parte actora, el pago de actualizaciones e intereses no están sometidos a pleito o disputa, por no haberse ejercido el reconocimiento de esos derechos en la demanda. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

En ese tenor, el citado artículo 298, en la especie, limita los efectos de la protección de la justicia administrativa a la declaración de la nulidad del avalúo impugnado y como consecuencia inmediata al cálculo de las contribuciones en los ejercicios fiscales siguientes al año 2013 dos mil trece, aplicando como base del impuesto predial el valor fiscal anterior al fijado en el avaluó anulado, por tanto, en este fallo no se estudia oficiosamente el fondo del derecho a la devolución de las cantidades pagadas en los años 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete, ni las actualizaciones e intereses hasta la fecha de la devolución efectiva, pues al pedirse este derecho después de presentada la demanda, no está sometido a pleito o disputa, ya que la litis se integra con la demanda y su contestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es de esa manera, en virtud de que en el caso que se resuelve la parte actora se limita a solicitar el reconocimiento y restitución de las garantías y derechos que le fueron agraviados en su perjuicio, sin señalar de manera expresa que ejerce la pretensión de reconocimiento del derecho a la devolución del dinero que resultare como saldo a favor y sin expresar argumento que contenga un parámetro objetivo de razonabilidad sobre su procedencia, a fin de justificar ese reconocimiento, dado que en el proceso administrativo se rige por el principio de estricto derecho, conforme al cual el juzgador debe examinar las cuestiones reclamadas en la demanda, conforme a los argumentos externados en la misma,  de esta manera, el justiciable está obligado a especificar exhaustivamente y a justificar las causas que originan la procedencia del reconocimiento del derecho a la devolución del saldo a favor que resulte como diferencia. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Así tenemos que la parte justiciable en la demanda no ejerció la pretensión de reconocimiento del derecho a la devolución de las solicitadas diferencias del impuesto predial pagado, actualizaciones e intereses sobre el saldo y además dejo de expresar argumentación tendente a justificar su procedencia, ya que viene mediante una promoción presentada en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, el día 31 treinta y uno de octubre del año en curso, a exigir la devolución del impuesto predial pagado en exceso durante los periodos fiscales comprendidos en los años fiscales 2013 dos mil trece, 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete, más actualizaciones e intereses, ya que no ejercitó esta pretensión en la demanda; sobre el particular cabe precisar que no existen pagos en exceso, sino lo que puede existir son saldos a favor por diferencias, al cambiar la base del impuesto. . . . . . . . . 
En consecuencia, si el proceso se rige por el principio de estricto derecho y si en la demanda no se ejercitó la pretensión de reconocimiento del derecho a la devolución del saldo -diferencia- que resultare a su favor al calcularse el impuesto predial, ni al pago de actualizaciones e intereses, entonces, el Juzgador no se encuentra constreñido a otorgar de oficio dichos conceptos, ya que no se halla obligado a suplir la queja deficiente planteada en la demanda, por no actualizarse las exigencias contempladas en la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es así que, atendiendo a lo anterior, este órgano de control de legalidad se abstiene de estudiar de manera oficiosa la devolución del saldo a favor, el pago de actualizaciones e intereses, pues de no proceder de esta manera, violaría el principio de estricto derecho, considerando que no se encuentra constreñido suplir la queja deficiente planteada en la demanda, dado que el monto de cada pago realizado al erario público municipal, excede la cantidad de 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado de Guanajuato, según se advierte en los siguientes párrafos: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El  30  treinta de enero de 2015 dos mil quince, se pagó por impuesto predial 
$15,432.48 (quince mil cuatrocientos treinta y dos pesos 48/100 moneda nacional), monto que excede 150 veces el salario mínimo -multiplicando 150 por $70.10 (salario mínimo) da la suma $10,515.00 (diez mil quinientos quince pesos 00/100 moneda nacional)-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El 29 veintinueve de enero de 2016 dos mil dieciséis, se pagó por impuesto predial $18,387.60 (dieciocho mil trescientos ochenta y siete pesos 60/100 moneda nacional), monto que excede 150 veces el salario mínimo -multiplicando 150 por $73.04 (salario mínimo) da la suma $10,956.00 (diez mil novecientos cincuenta y seis pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El 30 treinta de enero de 2017 dos mil diecisiete, se pagó por impuesto predial la cantidad de $18,387.60 (dieciocho mil trescientos ochenta y siete pesos 60/100 moneda nacional), monto que excede 150 veces la Unidad de Medida y Actualización diaria, establecida por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 diez de enero de 2017 dos mil diecisiete, vigente a partir del 1° de febrero del mismo año, es de $75.49 (setenta y cinco pesos 49/100 moneda nacional), por tanto, multiplicando 150 por $75.49 da la suma $11,323.50 (once mil trescientos veintitrés pesos 50/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese contexto, cabe destacar que en los diversos ejercicios fiscales, el pago se realizó después de presentada la demanda de nulidad y el impuesto predial se calculará aplicando como base el anterior valor fiscal de $2´774,400.00 (dos millones setecientos setenta y cuatro pesos 50/100 moneda nacional) y aplicando una tasa diferente; de ahí resulta que la determinación de cada crédito fiscal constituye un acto emitido en cada anualidad, conforme a la tasa prevista para el impuesto predial en las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para los Ejercicios Fiscales de los años 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete, respectivamente. . . 

Sobre  el  particular  se precisa que la parte actora tiene el derecho a pedir y 
en un dado caso obtener la devolución de las diferencias apuntadas, pero no en este juicio, sino por la vía administrativa correspondiente, conforme a la señalado por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que rige los supuestos en los que procede la devolución de impuestos pagados, o bien, la compensación con la multireferida contribución que resulte el año próximo, lo anterior, partiendo de la premisa de que tiene a su favor el beneficio de una declaración de ilegalidad y nulidad del avalúo que fijó el nuevo valor fiscal impugnado, por tal motivo, el fisco municipal debe reconocer el derecho de la aplicación del valor fiscal anterior como base del impuesto predial; quedando la parte actora en aptitud de reclamarlas en sede administrativa. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal f(…) de fecha 05 cinco de abril del año 2013 dos mil trece, que fija el nuevo valor fiscal de $3´835,200.00 (tres millones ochocientos treinta y cinco mil doscientos pesos 00/100 moneda nacional), al inmueble (…) registrado bajo la cuenta predial número (…) y de sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el oficio de notificación (…) de fecha 10 diez de abril del año 2013 dos mil trece y los créditos fiscales por impuesto predial de los años 2014 dos mil catorce, 2015 dos mil quince, 2016 dos mil dieciséis y 2017 dos mil diecisiete, en términos del cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- En este juicio no se entra al estudio de fondo sobre el derecho a la devolución del saldo que resultare a favor de la parte actora al calcular el impuesto predial, en los años señalados en el punto que antecede, ni sobre el pago de actualizaciones e intereses a la tasa de 1.13% mensual hasta la fecha de la devolución efectiva, quedando en aptitud de reclamarlas en la vía administrativa correspondiente, por las razones expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

